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“(...) para determinar si estamos ante un acto 
administrativo o una norma de naturaleza general debemos atender, en primer 
lugar, al contenido material de la actuación administrativa, de tal forma, que 
podemos afirmar que nos hallamos ante una norma cuando de él se desprende 
una ordenación o regulación abstracta destinada a ser ulteriormente aplicada en 
una pluralidad indeterminada de casos concretos y, por el contrario, nos 
hallaremos ante un acto cuando el acto encierra una decisión consistente en 
declarar una concreta situación jurídica en aplicación de una regulación 
preexistente, con unos destinatarios delimitados total o potencialmente y con 
unos efectos claramente determinados. El examen de la doctrina jurisprudencial 
evidencia que notas definidoras de la norma o disposición de carácter general 
son: pluralidad indefinida de cumplimientos, innovación del ordenamiento y 
perdurabilidad en el tiempo
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En el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad 
reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los 
principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, 
transparencia, y eficiencia. En la exposición de motivos o en el preámbulo, según 
se trate, respectivamente, de anteproyectos de ley o de proyectos de reglamento, 
quedará suficientemente justificada su adecuación a dichos principios
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en aras de una mayor 
seguridad jurídica, y la predictibilidad del ordenamiento, se apuesta por mejorar 
la planificación normativa ex ante. Para ello, todas las Administraciones 
divulgarán un Plan Anual Normativo en el que se recogerán todas las propuestas 
con rango de ley o de reglamento que vayan a ser elevadas para su aprobación 
el año siguiente

régimen de planificación 
normativa Se trata de una regulación de carácter marcadamente 
formal o procedimental que desciende a cuestiones de detalle (periodicidad, 
contenido y lugar de publicación del plan normativo) no puede entenderse 
amparada en el título bases del régimen jurídico de las administraciones públicas 
(art. 149.1.18 CE)...
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ha d’incloure els documents 
d’observacions i al·legacions presentades, els treballs preparatoris. les 
propostes de grups d’interès o similars i els informes o dictàmens emesos, 
juntament amb la valoració que en faci la unitat promotora”.
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Cap altre òrgan assessor de la Generalitat 
no pot emetre cap informe sobre les qüestions sobre les quals ja ha emès un 
informe la Comissió Jurídica Assessora, llevat del Consell Consultiu quan 
correspongui

el principi de concentració i impuls de 
tràmits, preveient aquest precepte de forma lloable des del punt de vista de 
tècnica normativa i com a criteri procedimental en favor de l’eficiència, que els 
tràmits del procediment es duguin a terme de manera simultània i en un únic acte 
quan la naturalesa d’aquells ho permeti i no s’hagi establert amb caràcter 
obligatori el seu compliment successiu

En el moment d’obertura dels tràmits d’audiència i 
informació pública, se sol·liciten tots els informes o dictàmens preceptius 
previstos en la normativa vigent, llevat del dictamen de la Comissió Jurídica 
Assessora. Els informes o dictàmens facultatius també se sol·liciten en aquest 
moment

353



El
Parlament pot delegar en el Govern la potestat de dictar normes amb rang de 
llei. Les disposicions del Govern que contenen legislació delegada tenen el nom 
de decrets legislatius (...)
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En cas d'una necessitat extraordinària i urgent, el Govern pot 
dictar disposicions legislatives provisionals sota la forma de decret llei. No poden 
ésser objecte de decret llei la reforma de l'Estatut, les matèries que són objecte 
de lleis de desenvolupament bàsic, la regulació essencial i el desenvolupament 
directe dels drets reconeguts per l'Estatut i per la Carta dels drets i els deures 
dels ciutadans de Catalunya i el pressupost de la Generalitat.”

En tot cas

En el cas que el 
projecte abasti matèries de diversos departaments, l’emissió de l’informe 
jurídic correspon a aquesta unitat central

Tan bon punt el decret 
llei es publiqui en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya, el Govern l’ha 
de comunicar al Parlament perquè, si escau, n’acordi la convalidació

Els decrets llei resten 
derogats si en el termini improrrogable dels trenta dies subsegüents a la 
promulgació no són validats expressament pel Parlament després d'un debat i 
una votació de totalitat

Es fa una breu regulació del projecte de llei de pressupostos (article 
17), amb la finalitat d’abastar en l’Avantprojecte tota l’activitat normativa i tots els 
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diferents tipus d’iniciatives legals, en concordança amb l’article 212 de l’Estatut 
d’autonomia de Catalunya, remetent al procediment que preveu la legislació 
sobre finances públiques (Decret legislatiu 3/2002, de 24 de desembre, pel qual 
s’aprova el Text refós de la Llei de finances públiques de Catalunya). També s’hi 
indica que el departament competent en matèria d’economia i finances ha de 
comunicar l’inici del procediment a la persona titular de la Secretaria del Govern

que aporta claredat 
procedimental, atès que es tracta d’un tipus legislatiu no expressament regulat 
de forma clara en el dret positiu lleis 
d’acompanyament lleis de mesures, 

Desde la primera Sentencia en la que abordó el tema de la Ley de 
Presupuestos, este Tribunal dio por sentado que se trata de una 
verdadera ley, considerando así superada la cuestión de su carácter 
formal o material de ley (STC 27/1981, fundamento jurídico 2). (...) 
(...) este Tribunal ha subrayado la peculiaridad de las Leyes de 
Presupuestos, pecualiaridad consistente en que el ejercicio del poder 
legislativo por las Cortes está condicionado en estos casos por las 
disposiciones contenidas en los apartados 1. , 6. y 7. del art. 134 de la 
Constitución (STC 65/1987, fundamento jurídico 3. ), y por las 
restricciones impuestas a su tramitación parlamentaria por los 
Reglamentos de las Cortes (STC 27/1981, fundamento jurídico 2. ). (...) 
esto es, de su función específica y constitucionalmente definida en el art. 
134.2 de la Constitución. Según este precepto, se trata de la ley que cada 
año aprueba los Presupuestos Generales del Estado incluyendo la 
totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y la 
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consignación del importe de los beneficios fiscales que afecten a los 
tributos del Estado. Y puesto que el Presupuesto es un instrumento de la 
política económica del Gobierno, la Ley de Presupuestos ha sido 
calificada por este Tribunal además como <vehículo de dirección y 
orientación de la política económica> (STC 27/1981, fundamento jurídico 
2. y 65/1987, fundamento jurídico 4. ). 
Tratándose de una ley que no es sólo un conjunto de previsiones 
contables (STC 65/1981, fundamento jurídico 4. ), sino un vehículo de 
dirección y orientación de la política económica que corresponde al 
Gobierno, (...) que también puede establecer <disposiciones de carácter 
general en materias propias de la ley ordinaria estatal (con excepción de 
lo dispuesto en el apartado 7. del art. 134 C.E.) que guardan directa 
relación con las previsiones de ingresos y las habilitaciones de gastos de 
los Presupuestos o con los criterios de política económica general en que 
se sustentan> (STC 63/1986, fundamento jurídico 12). Así pues, las leyes 
anuales de Presupuestos tienen un contenido mínimo, necesario e 
indisponible (STC 65/1987, fundamento jurídico 4. ) (...). 
Pues bien, (...) las leyes anuales de Presupuestos puedan contener 
disposiciones de esa naturaleza, este Tribunal ha declarado igualmente 
que este contenido eventual sólo tiene cabida dentro de límites estrictos y 
que ni tal inclusión puede desvirtuar el contenido primordial que 
caracteriza a dicha ley, ni de ella se sigue que dichas materias hayan de 
formar necesariamente parte de su contenido y no puedan ser reguladas 
por una ley ordinaria (STC 126/1987, fundamento jurídico 5. ). Para 
delimitar el ámbito dentro del cual debe moverse necesariamente la 
inclusión, en las Leyes de Presupuestos, de las materias que no 
constituyen el núcleo esencial, mínimo e indisponible de las mismas, el 
Tribunal ha establecido dos condiciones: la conexión de la materia con 
el contenido propio de este tipo de leyes y la justificación de la inclusión
de esa materia conexa en la ley que aprueba anualmente los 
Presupuestos Generales (...). 
En suma y con base en la doctrina expuesta debemos concluir que para 
que la regulación, por una Ley de Presupuestos, de una materia distinta a 
su núcleo mínimo, necesario e indisponible (previsión de ingresos y 
habilitación de gastos) sea constitucionalmente legítima es necesario 
que esa materia tenga relación directa con los gastos e ingresos que 
integran el Presupuesto o con los criterios de política económica de 
la que ese Presupuesto es el instrumento y que, además, su 
inclusión en dicha ley esté jusitificada, en el sentido de que sea un 
complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más 
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eficaz ejecución del Presupuesto y, en general, de la política económica 
del Gobierno. 
El cumplimiento de estas dos condiciones resulta, pues, necesario 
para justificar la restricción de las competencias del poder 
legislativo, propia de las Leyes de Presupuestos, y para salvaguardar 
la seguridad jurídica que garantiza el art. 9.3 C.E., esto es, la certeza 
del Derecho que exige que una ley de contenido constitucionalmente 
definido, como es la Ley de Presupuestos Generales, no contenga más 
disposiciones que las que corresponde a su función constitucional (arts. 
66.2 y 134.2 C.E.) 

Las leyes de acompañamiento y el problema de las leyes 
òmnibus La pràctica de las Leyes de 
Acompañamiento y la utilización abusiva y sistemática de las leyes de objeto 
diverso (especialmente en materia económico-financiera) resulta en cualquier 
caso altamente reprochable desde un punto de vista de técnica jurídica y, en 
consecuencia, recomendable tanto al Gobierno como a las Cámaras un ejercicio 
de auto-restricción para acabar con esta pràctica
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Justicia y seguridad jurídica en un mundo de leyes desbocadas, 
Cuadernos Civitas
La técnica de las Leyes de Acompañamiento equivale en la práctica a consagrar 

una potestad legislativa efectiva y fulminante a todos los despachos 
administrativos, sin que las Asambleas Legislativas dejen de ser apenas meros 
lugares de registro. La democracia parlamentaria queda puesta en cuestión

d’acompanyament En el supòsit que es tramiti

figura dels decrets llei de mesures complementàries en matèria econòmica
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sostiene que el sometimiento de la materia tributaria al principio de reserva 
de ley (artículos 31.3 y 133.1 y 3 CE) tiene carácter relativo y no absoluto, por lo 
que el ámbito de regulación del decreto-ley puede penetrar en la materia 
tributaria siempre que se den los requisitos constitucionales del presupuesto 
habilitante y no afecte a las materias excluidas (...)
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disposicions reglamentàries amb vocació de permanència que 
aproven bases reguladores de subvencions

si tales bases tienen una validez para sucesivas convocatorias y se 
incorporan al ordenamiento jurídico para un determinado período de tiempo o de 
forma indefinida o si, por el contrario, son unas bases exclusivas para una sola 
convocatoria y sólo válidas para su aplicación única pero plúrima en dicha 
ocasión” 
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després de la 
presa de possessió del nou Govern se’n pot reprendre la tramitació si la unitat 
directiva impulsora incorpora en l’expedient un informe justificatiu, o bé en 
sol·licita la inclusió en la programació d’iniciatives normatives

Si la tramitació 
parlamentària d'un projecte de llei caduca per finiment de la legislatura, el 
Govern, amb els informes previs del secretari o secretària general del 
departament concernit i dels serveis jurídics de la Generalitat, pot aprovar com a 
projecte de llei el mateix text que ja havia presentat i acordar de presentar-lo 
novament al Parlament, sense necessitat de més tràmits

el Govern pot aprovar un projecte de llei amb el mateix text per 
presentar-lo novament al Parlament, sense necessitat de dur a terme cap més 
tràmit, amb els informes previs de la persona titular de la Secretaria General del 
departament corresponent i de la unitat central o departamental del Gabinet 
Jurídic de la Generalitat, segons correspongui
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s’ha d’adequar als principis, els requisits d’accessibilitat i els 
procediments que es regulen en aquesta llei

el 
desplegament s’ha d’iniciar en el termini d’un any”

En el cas que 
calgui desplegar les lleis per reglament i que no s’hagi establert en quin termini, 
aquest ha d’ésser de sis mesos

regular la 
remisión de información en materia de normas y reglamentaciones técnicas y de 
reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la información, a la 
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Comisión Europea y, en su caso, a los organismos de normalización enumerados 
en los anexos I y II a efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto por la Directiva 
98/34/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio, modificada por 
la Directiva 98/48/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de julio

ha d'ésser escoltat en 
la tramitació parlamentària de les iniciatives legislatives que afecten de manera 
específica les administracions locals i en la tramitació de plans i normes 
reglamentàries de caràcter idèntic

qualsevol que sigui la seva naturalesa jurídica
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“En los últimos años han proliferado en España (al igual que ocurrió en 
años anteriores en otros Estados europeos), las anulaciones de pleno de 
derecho de instrumentos de planificación territorial y urbanística, aún en 
supuestos de deficiencias de carácter meramente formal, derivadas de su 
consideración como normas de naturaleza reglamentaria que, en 
consecuencia, y por ello, no admiten convalidación. 
La gran complejidad técnica y jurídica, tanto sustantiva, como 
procedimental, de dichos planes (...), unidas al largo periodo de tiempo 
que transcurre entre la entrada en vigor de dichos Planes y las sentencias 
que los anulan, hacen que los efectos de las mismas sean cada vez más 
perniciosos y supongan una amenaza grave y constante para la seguridad 
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jurídica, además de una clara paralización de la potestad planificadora de 
las Administraciones públicas competentes. 
(...) En este contexto, el Estado tiene la responsabilidad de adoptar, en el 
ámbito de sus competencias, una serie de medidas que contribuyan a 
mejorar el marco normativo vigente, porque como recordó el Tribunal 
Constitucional en la STC 46/1990, de 15 de marzo, "la exigencia del 
artículo 9.3 relativa al principio de seguridad jurídica implica que el 
legislador debe perseguir la claridad y no la confusión normativa, debe 
procurar que acerca de la materia sobre la que legisle sepan los 
operadores jurídicos y los ciudadanos a qué atenerse, y debe huir de 
provocar situaciones objetivamente confusas (...)”.”

“Las medidas planteadas son fundamentalmente de dos tipos: las 
relacionadas con la naturaleza de los instrumentos de planificación y de los 
efectos que tiene su anulación y las de carácter procesal, que tratan de evitar 
consecuencias anulatorias desproporcionadas.

una norma estatal que establezca las 
medidas precisas, tanto de carácter procesal, como incluso de naturaleza 
administrativa

Els projectes de reglaments o de disposicions de caràcter general que es dictin 
per a desplegar les lleis o el dret comunitari i llurs modificacions
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Son reglamentos 
ejecutivos aquellos que aparecen como desarrollo de la Ley y, por ende, como 
complementarios de la misma. Están directa y concretamente ligados a una ley, 
a un artículo o artículos de una ley o a un conjunto de leyes, de manera que dicha 
ley (o leyes) es completada, desarrollada, pormenorizada, aplicada y 
cumplimentada o ejecutada por el reglamento. Son reglamentos que el Consejo 
de Estado ha caracterizado como pertenecientes a la categoría de aquél «cuyo 
cometido es desenvolver una ley preexistente o que tiene por finalidad establecer 
normas para el desarrollo, aplicación y ejecución de una ley», cualquiera que sea 
su grado de intensidad innovativa. Los reglamentos de organización que no 
tienen como función la ejecución de la ley, han sido encuadrados por el Tribunal 
Constitucional, a efectos de delimitación competencial, en la función o potestad 
ejecutiva, en la medida en que aquella delimitación exige incluir en ésta toda 
actividad que no sea normación con efectos ad extra (...)

gènere normatiu 
peculiar
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si bien se puede admitir que los planes 
tienen un perfil en cierta medida particular en relación con el común de las 
disposiciones generales, nada hay en esta particularidad que permita 
fundamentar la exclusión del control de legalidad. En otras palabras, la función 
normativa y la capacidad para vincular a las administraciones y a los ciudadanos 
es la misma en los planes que en el resto de disposiciones generales; y de la 
misma manera resulta necesario asegurar el encaje de la nueva disposición en 
el ordenamiento jurídico. En definitiva, la conveniencia de un control preventivo 
de legalidad es idéntica en uno y otro caso (...)

unos trámites diferenciales, pero 
sin excluir el cumplimiento de los trámites establecidos a todos los efectos para 
el común de las disposiciones generales, incluido el dictamen de la Comisión 
Jurídica Asesora

Sobre aquest aspecte cal posar de manifest que la legislació catalana 
planteja alguns dubtes en relació amb la naturalesa jurídica i el 
procediment d’aprovació , tant del PGDCFCat com dels 
plans i programes de gestió específics i, en concret, del PES. Aquests dubtes 
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han estat parcialment esvaïts per al cas del Pla de gestió del Districte de Conca 
Fluvial de Catalunya, aprovat per Decret 188/2010, sobre el qual s’ha pronunciat 
la Sentència núm. 287/2013, de 26 d’abril, del Tribunal Superior de Justícia de 
Catalunya, Sala Contenciosa Administrativa, Secció Cinquena, en la qual 
considera que es tracta d’un reglament; s’ha de seguir, per tant, el 
procediment d’elaboració previst per a les disposicions administratives de 
caràcter general , amb les especialitats que pertoqui

Els plans aprovats pel Govern que tinguin naturalesa 
reglamentària únicament s'han de sotmetre al dictamen de la Comissió Jurídica 
Assessora amb caràcter preceptiu quan, a més de tramitar-se en compliment 
d’un mandat o habilitació legal, desenvolupin, concretin i detallin els preceptes 
legals establint disposicions que afectin la ciutadania

Aquesta disposició no és aplicable als plans, 
inclosos els d’ordenació territorial i els urbanístics
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Els 
procediments d’elaboració de disposicions normatives que estiguin en tramitació 
en el moment de l’entrada en vigor d'aquesta llei es regeixen per la normativa 
vigent en el moment en què es van iniciar, llevat d’aquells que, d’acord amb 
aquesta llei, s’haurien de tramitar mitjançant el procediment ordinari o el 
procediment ordinari simplificat i en relació amb els quals únicament es disposi 
del text i la memòria i no s’hagin obert els tràmits d’audiència i informació 
pública
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vacatio legis. 

Són lleis de desenvolupament bàsic de l'Estatut les que regulen 
directament les matèries esmentades pels articles 2.3, 6, 37.2, 56.2, 67.5, 68.3, 
77.3, 79.3, 81.2 i 94.1. L'aprovació, la modificació i la derogació d'aquestes lleis 
requereixen el vot favorable de la majoria absoluta del Ple del Parlament en una 
votació final sobre el conjunt del text, llevat que l'Estatut n'estableixi una altra

L’elaboració d’un 
projecte de decret de derogació de diverses disposicions normatives només s’ha 
de sotmetre al tràmit de consulta interdepartamental. L’expedient ha d’incorporar 
la llista de les disposicions normatives que hagin perdut la vigència o que hagin 
esdevingut obsoletes i la indicació de les raons que ho justifiquen.”
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vacatio legis 
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